
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA IGUALDAD / REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO / REGLAS PARA LA INCLUSIÓN EN ÉL / NEXO CAUSAL ENTRE EL HECHO DENUNCIADO Y EL CONFLICTO ARMADO / IMPORTANCIA DE SU DEMOSTRACIÓN.
“De igual forma, la jurisprudencia constitucional ha establecido las siguientes reglas en relación con la inscripción en el Registro Único de Víctimas, a saber: (i) la falta de inscripción en el RUV de una persona que cumple con los requisitos necesarios para su inclusión, no solo afecta su derecho fundamental a ser reconocido como víctima, sino que además implica la violación de una multiplicidad de derechos fundamentales como el mínimo vital, la unidad familiar, la alimentación, la salud, la educación, la vivienda, entre otros; (ii) los funcionarios encargados del registro deben suministrar información pronta, completa y oportuna sobre los derechos involucrados y el trámite que debe surtirse para exigirlos; (iii) para la inscripción en el RUV únicamente pueden solicitarse los requisitos expresamente previstos por la ley; (iv) las declaraciones y pruebas aportadas deben tenerse como ciertas en razón del principio de buena fe, salvo que se pruebe lo contrario; y (v) la evaluación debe tener en cuenta las condiciones de violencia propias de cada caso y aplicar el principio de favorabilidad, con arreglo al deber de interpretación pro homine.” (…)
… para establecer el nexo causal entre el siniestro y el conflicto armado, la entidad accionada solo contaba con (i) la afirmación de que el hermano del accionante estaba desaparecido, la que se reitera, siempre se tuvo como verdadera, (ii) con una denuncia sobre ese hecho que derivó en una resolución inhibitoria de la Fiscalía, y (iii) con la certeza de que durante el año 2000, en la zona en la que se presume desapreció el señor Manuel José Tapiero Mosquera, había intensa actividad guerrillera y paramilitar.

Mal haría la entidad en incluir en el RUV a cualquier persona sin siquiera estudiar la existencia ese requisito, sería inane la consagración que el legislador incluyó el artículo 3° de la ley 1448 de 2011 que reza que serán consideradas víctimas aquellas personas hubieren padecido infracciones “ocurridas con ocasión del conflicto armado interno” y resultaría inútil la gestión que para tal efecto despliega la cartera que se acciona.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, dos de noviembre de dos mil dieciocho
Expediente 66088-31-89-001-2018-00132-01
Acta N° 432 de noviembre 2 de 2018
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 25 de septiembre del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría - Risaralda, en la presente acción de tutela promovida por el señor Vidal Tapiero Mosquera frente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental a la igualdad, Vidal Tapiero Mosquera, en su propio nombre, presentó esta demanda contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

Narró que, por la desaparición forzada de su hermano, Manuel José Tapiero Mosquera, ocurrida en el municipio de Rioblanco, corregimiento de Herrera, presentó una denuncia ante la justicia ordinaria en Chaparral Tolima; este año en el mes de abril, fue contactado por un investigador del CTI asignado a la DINAC, que es la Unidad Especializada de Justicia Transicional, encargada de las investigaciones por los hechos cometidos por los miembros de las FARC que se desmovilizaron de conformidad con la ley de Justicia y Paz, quien le informó que era necesario saber cómo había ocurrido la desaparición forzada de su hermano, para lo cual le hizo una entrevista, llenó varios documentos y le dijo que la investigación la iba a adelantar la fiscalía especializada de justicia transicional porque se trataba de un caso imputable al Comando Conjunto Central FARC – EP.
También dijo que, por ser el encargado de hacer todas las vueltas debido a que su padre Marcelino Tapiero Tapiero, quien es el beneficiario de la reparación, es un adulto mayor de 98 años, rindió declaración ante la Personería Municipal de Pereira, con el fin de ser incluido en el RUV, lo que fue negado por la entidad accionada, pese a que interpuso todos los recursos pertinentes contra los actos administrativos. 
Indica que el fundamento para tal negativa es que su caso no está relacionado con el conflicto armado interno, sino que obedece a circunstancias de delincuencia común; con ello la accionada desconoce que para la época en que ocurrieron los hechos aquel territorio era de dominio de las FARC con lo cual no le queda duda de que fue esa organización la que desapareció a su hermano.
Solicitó, en consecuencia, ordenar a la entidad encartada incluirlo en el Registro Único de Víctimas. 

Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias de los actos administrativos que negaron su inclusión y constancias de la Fiscalía.
El Juzgado de primera instancia admitió la acción y dispuso notificar a la Directora Técnica de Registro y de Gestión de la Información y al Jefe de Oficina Jurídica de la entidad, a quienes les corrió traslado por el término de 2 días.
Comparecieron los funcionarios convocados para informar que se presenta un hecho superado por cuanto la entidad, el pasado 14 de septiembre, ofreció contestación clara, precisa y congruente a un derecho de petición que radicó el accionante; solicitaron denegar las pretensiones.
Sobrevino el fallo de primer grado en el que se ampararon los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso, y se ordenó a la UARIV, emitir una nueva resolución en la que se incluya como víctima a al accionante y a su padre; en la decisión se hizo alusión a la poca actividad desplegada por la accionada para efectos de verificar los hechos denunciados por la víctima y estimó insuficiente la argumentación plasmada en los actos administrativos que negaron la inclusión.
Esa decisión fue impugnada a la vez por la Directora de Registro y Gestión de la Información y el Jefe Oficina Asesora Jurídica de la UARIV, quienes, en resumen, insistieron en que se encuentra superado el hecho, por cuanto se resolvieron las peticiones del actor y fueron notificadas; manifestaron que es esa entidad y no la administración de justicia, la encargada de ordenar la inclusión de las personas en el RUV.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección a los derechos arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante la negativa para ser incluido en el Registro Único de Víctimas, pues es indudable, a su juicio, que la desaparición forzada de su hermano es consecuencia de la actividad criminal desplegada por las FARC-EP.
  



El juzgado, se dijo, amparó  el reclamo elevado, habida cuenta de que la entidad “omitió analizar las circunstancias de tiempo modo y lugar en que se cometió el hecho, mismas que surgen de bulto en la denuncia penal, en zona que notoriamente ha sido teatro del conflicto armado” (sic) (f. 87, c.1).
  



En consecuencia, corresponde a la Sala resolver si la acción de tutela es procedente en casos como el presente; y de ser así, si debe prohijarse o no la decisión de primer grado.
  



En primer lugar, para la Sala, están dadas las condiciones de procedibilidad de la acción, si bien el accionante está legitimado en la causa por activa, en su alegada condición de víctima, y la entidad demandada es la llamada a su inclusión como tal, para el reconocimiento de los beneficios consagrados en la ley. 





Debe decirse, en todo caso, que el legitimado en la causa por activa en este asunto es Vidal Tapiero Mosquera, no el señor Marcelino Tapiero Tapiero, quien también obtuvo la salvaguarda constitucional en primera instancia; ello, porque si bien fue mencionado en el libelo como beneficiario de la eventual reparación, lo cierto es que el procedimiento administrativo adelantado por la UARIV nada tiene que ver con él, ni siquiera es mencionado en las resoluciones que se traen a cuento y por contera el accionante no mencionó actuar en su nombre y lo excluyó en el acápite de pretensiones.
  



Por esa circunstancia, se revocará el fallo de primer grado en lo que a la orden relacionada con él concierne. 

   



En relación con la inmediatez propia de la acción de tutela, baste decir que pese a que los hechos en este caso ocurrieron en el año 2000, solo hasta el 8 de junio del presente año se expidió la última resolución en el trámite administrativo de marras.
  



Descendiendo al fondo del asunto, está acreditado que la UARIV se ha pronunciado frente a las reclamaciones del actor. Sin embargo, esa sola situación es insuficiente para concluir en la improcedencia del resguardo invocado, como se expresa en el escrito de impugnación, puesto que, según viene orientando la Corte Constitucional sobre el particular, al estudiar las diversas causas en las que se debe concebir la ley 1448 de 2011, las personas a las que se sumerja en distintas problemáticas relacionadas con el orden público, en una interpretación sistemática de tal regulación, deben ser objeto de la protección que el Estado brinda a los grupos expresamente señalados, de lo contrario, se desnaturalizaría el principio de solidaridad que debe imperar por parte del mismo.
Por tanto, constituye una obligación para la UARIV velar para que en el estudio de las solicitudes del Registro Único de Víctimas, no se excluyan, sin más, aquellas que como la del demandante, hacen referencia a eventos violentos cometidos por un grupo al margen de la ley y, aparentemente, dentro del conflicto armado interno.

Por eso, es relevante revisar con estrictez dos circunstancias: la primera, atinente a las directrices que la Corte Constitucional ha establecido para el estudio de las particulares condiciones de quienes asisten a un juicio constitucional pretendiendo hacer valer su condición de víctima del conflicto armado.  Y la segunda, el razonamiento exhibido en los actos administrativos por medio de los cuales se excluyó al actor del RUV: 

Para ello, es preciso traer a cuento reciente Jurisprudencia de la Corte Constitucional
: 





“De igual forma, la jurisprudencia constitucional ha establecido las siguientes reglas en relación con la inscripción en el Registro Único de Víctimas
, a saber: (i) la falta de inscripción en el RUV de una persona que cumple con los requisitos necesarios para su inclusión, no solo afecta su derecho fundamental a ser reconocido como víctima, sino que además implica la violación de una multiplicidad de derechos fundamentales como el mínimo vital, la unidad familiar, la alimentación, la salud, la educación, la vivienda, entre otros; (ii) los funcionarios encargados del registro deben suministrar información pronta, completa y oportuna sobre los derechos involucrados y el trámite que debe surtirse para exigirlos; (iii) para la inscripción en el RUV únicamente pueden solicitarse los requisitos expresamente previstos por la ley; (iv) las declaraciones y pruebas aportadas deben tenerse como ciertas en razón del principio de buena fe, salvo que se pruebe lo contrario; y (v) la evaluación debe tener en cuenta las condiciones de violencia propias de cada caso y aplicar el principio de favorabilidad
, con arreglo al deber de interpretación pro homine.”




Sin perder de vista tales enseñanzas, lo que sigue es leer con detalle los siguientes extractos de los actos administrativos cuestionados:





En la primera resolución, la No. 2017-93090 del 4 de Agosto de 2017 se dijo:





“El deponente manifiesta en la narración de los hechos que, "(...) su hermano se dedicaba al oficio de Jornalero, él era recolector de café en la Vereda Herrera del Municipio de Rio Blanco -Tolima, el occiso tenía una vida normal. El día 8 de Octubre del año 2000 desapareció sin dejar rastro alguno (...)"(sic)





Al analizar la narración de los hechos, se encontró que NO contiene los elementos suficientes y necesarios que permitan realizar alguna inferencia que indique que los hechos fueron perpetrados en ocasión a dinámicas popias del conflicto armado. Así mismo, NO fue posible evidenciar que el hecho victimizante de DESAPARICIÓN FORZADA del cual fue víctima el declarante representara una infracción al Derecho Internacional Humanitario y que, si bien la declaración cuenta con elementos de tiempo, modo y lugar, el análisis de dichos elementos no resulta suficiente para concluir que los eventos que dieron lugar al DESAPARICIÓN FORZADA del señor MANUEL JOSÉ TAPIERO MOSQUERA, se enmarcan o se relacionan en ningún sentido con el conflicto armado interno que sufre el país.” (Destaca la Sala).




Luego, cuando fue resuelto el recurso de reposición contra esa decisión, el 2 de octubre de 2017 en la resolución No 2017-93090R la entidad esgrimió:




“Que es oportuno hacer énfasis en las herramientas que por parte, de la Dirección de Registro y Gestión de la Información de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, serán utilizadas para el estudio del presente caso, las cuales se fundamentan en tres elementos a saber: El primero de ellos tiene que ver con el estudio realizado de los Elementos Técnicos es decir, todos los documentos dispuestos en la declaración inicial y adjuntos al recurso de reposición se encontró:


•
Certificación de fiscalía de fecha 24 de abril de 2017 la cual establece que la investigación se encuentra en estado de AVERIGUACIÓN DE LOS RESPONSABLES.





El segundo, Elementos de Contexto que será de gran utilidad al momento de realizar una búsqueda histórica basada en informes especializados en la materia con los cuales se logre identificar si para la época en que ocurrieron los hechos efectivamente había presencia y accionar delictivo de Grupos Amados Organizados al Margen de la Ley en la zona y también la influencia de otros factores de violencia ajenos al conflicto armado interno es pertinente manifestarle a el recurrente que la Unidad de Atención y Reparación Integral a las víctimas realizó un estudio minucioso con el fin de caracterizar el contexto social y político en el cual ocurrieron los hechos materia de estudio, para así recopilar la mayor información posible, que permite a esta Dirección determinar si los hechos declarados se enmarcan bajo los parámetros establecidos por la ley 1448 de 2011 para efectuar el reconocimiento como víctima y con el fin de establecer el sitio exacto donde acaecieron los mismos, sino también para detectar patrones regionales del conflicto y situaciones de violencia, no necesariamente ceñidos con ocasión directa del conflicto armado interno sino a las características propias de las regiones y circunstancias de violencia, evidenciando que en el Departamento en el año 2000, actuaban numerosos grupos y coexisten multiplicidad de factores de violencia que inciden en la alteración del orden público.





(…)





Ahora bien, frente a la situación particular y atendiendo a las razones señaladas por el recurrente se precisa lo siguiente:





En relación al cargo de que en vista del orden público se debe reconocer el hecho victimizante, esta Dirección se permite aclarar que si bien el orden público es uno de los elementos que debe hacer parte del estudio respecto del hecho victimizante no lo es todo; por el contrario esta instancia debe realizar un estudio en conjunto de todas las circunstancias de tiempo modo y lugar en que se desarrollaron tales actos.





Es así como esta Dirección encuentra, luego de analizar el escrito de Recurso de Reposición en subsidio Apelación en contra de la Resolución N° 2017-93090 del 4 de Agosto de 2017, la declaración rendida con el FUD. BL000310115 y el estudio de georreferenciación de la zona, estima que el hecho victimizante de Desaparición Forzada no se enmarca dentro de los parámetros de la ley 1448 de 2011, esta Administración en aplicación a la Ley de Víctimas una vez ejercido un criterio valorativo no logró determinar un nexo causal, ni las circunstancias que pueden determinar la relación de los hechos acontecidos en el marco del conflicto armado.





Para esta Dirección es indiscutible que pese a que el recurrente puso en conocimiento de la entidades pertinentes la desaparición del señor, MANUEL JOSÉ TAPIERO indocumentado, la Fiscalía no ha efectuado pronunciamiento posterior de las resultas de la investigación por lo que no consiente instituir que tales actos hayan sido ocasionados dentro del accionar de grupos al margen de la ley únicamente; es por esto que no es posible establecer que dichos actos acontecieron dentro de las dinámicas y el accionar de grupos armados ilegales, y no da lugar a ser reconocido dentro del marco de la presente ley.





Que estas circunstancias no cuestionan la ocurrencia de dichos actos, por el contrario lo que se requiere para este caso en particular es caracterizar las circunstancias típicas del hecho victimizante declarado; conclusión a la que se llega en razón a que no existen elementos que permitan identificar si quiera sumariamente las condiciones típicas del hecho.





Por lo que sumados todos los elementos acreditados para el presente caso esta instancia observa que pese a que para la época existió presencia activa de grupos armados al margen de la ley, no fue posible establecer tan siquiera un indicio que permita inferir que los hechos declarados se enmarcan en el desarrollo de hechos con ocasión al conflicto armado; conclusión a la que se llega en razón a que no existen elementos que permitan identificar si quiera sumariamente las condiciones típicas del hecho de Desaparición Forzada.” (Destaca la Sala)




Y en el último acto administrativo, la resolución N° 201832191 del 08 de junio de 2018, por medio de la cual se resolvió la apelación se dijo:




“En ese orden de ideas, al revisar el presente caso, se encuentra que el señor VIDAL TAPIERO MOSQUERA no se le reconoció dentro de la presente actuación administrativa del hecho victimizante de Desaparición Forzada, por lo que se entrara nuevamente a examinar cada uno de los criterios particulares del caso para poder establecer si se éste se enmarca dentro de lo establecido en el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011.





En ese tenor, una vez revisado el expediente administrativo se encuentran los siguientes elementos técnicos:


•
Formato Único de Declaración con radicado BL000310115 en el que el señor VIDAL TAPIERO MOSQUERA manifestó ser víctima de los hechos de DESAPARICIÓN FORZADA relatando lo siguiente:“(...) “(...) su hermano se dedicaba al oficio de Jornalero, él era recolector de café en la Vereda Herrera del Municipio de Rio Blanco -Tolima, el occiso tenía una vida normal. El día 8 de Octubre del año 2000 desapareció sin dejar rastro alguno (...) "(sic) (...)"


•
Copia de los documentos que acreditan la identificación.


•
La recurrente para el caso anexa certificación por parte de FISCALÍA 12 SECCIONAL DE LA UNIDAD DE DESCONGESTIÓN DE IBAGUÉ, en donde se documenta: “(..PRIMERO: Dictar RESOLUCIÓN INHIBITORIA en este asunto, conforme a lo normado por el artículo 327 de la Ley 600 de 2000, según hechos denunciados por el señor VIDAL TAPIERO MOSQUERA, por el delito de Desaparición Forzada del que presuntamente fue objeto el señor MANUEL JOSÉ TAPIERO MOSQUERA, por las razones expuestas en el cuerpo de esta decisión. (...)”. Sin que a la fecha se pueda establecer autoría a los grupos armados al margen de la ley, materia de investigación y competencia por parte de la Fiscalía General de la Nación.


•
Bases de datos y sistemas que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación de Víctimas





Igualmente, se procedió a verificar los elementos de contexto, circunstancias de tiempo y lugar asociadas al evento, para así tener un conocimiento más amplio de cómo eran las expresiones de conflicto armado en la zona de ocurrencia de los hechos manifestados, como resultado de esta verificación, en el municipio de Rioblanco, para la época de 2000 se encontró:





De acuerdo a la información aportada por el “Diagnostico Departamental Tolima" realizado por ACNUR: “(...) El departamento puede dividirse en 4 subregiones en términos de jurisdicciones locales o procuradurías provinciales: Norte, Centro, Suroccidente y Suroriente. La primera de ellas está compuesta por los municipios de Herveo, Fresno, Mariquita, Honda, Villahermosa, Casablanca, Palocabildo, Falan, Armero - Guayabal, Líbano, Murillo, Lérida, Ambalema, Santa Isabel, Venadillo, Alvarado, Piedras y Anzoátegui. Es una región plana influenciada por la zona cordillerana hacia Caldas y el valle del rio Magdalena y está atravesada por una carretera que comunica de un lado a Honda con la Costa y Bogotá y por el otro, hacia Ibagué y el sur, por Huila. El dominio territorial de esta zona constituye un objetivo de primer orden para los grupos armados irregulares, puesto que permite su movilización y el tráfico de insumos y armas, al servir de corredor natural entre los departamentos de Caldas, Quindío, Risaralda, Antioquia y Cundinamarca. Esta subregión ha sido influenciada por ELN, a través del frente Bolcheviques del Líbano y más recientemente de las Farc con el frente Tulio Varón. En cuanto a las autodefensas, se dio un proceso de adquisición y concentración de tierras por parte de narcotraficantes, cuyos intereses habían sido amparados por estos grupos. Por tanto, los recursos naturales del Parque de los Nevados, los yacimientos de aguas termales y el desarrollo de cultivos de amapola en las partes altas de la cordillera Central son los factores determinantes de valorización estratégica del territorio y objeto de la competencia armada entre grupos armados ilegales. (...) ”





(…)




Para el caso objeto de estudio, no se evidencia que el recurrente haya aportado la sentencia mediante la cual se haya decretado la declaración de ausencia por desaparición forzada o certificación del registro de persona desaparecida en el Sistema de Información en la Red de desaparecidos y cadáveres (SIRDEC) (Ley 1531 del 23 de mayo de 2012) con el fin de tener plena certeza de la desaparición del señor MANUEL JOSÉ TAPIERO MOSQUERA, adicional a ello, se consultó en el Sistema de Información Red de Desaparecidos y Cadáveres SIRDEC del instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses los datos del señor MANUEL JOSÉ TAPIERO MOSQUERA sin encontrar resultado alguno sobre su presunta desaparición.





Ahora bien, teniendo también en cuenta el contexto de violencia y conflicto armado de la zona, donde ocurrió el hecho victimizante declarado, si bien es posible individualizar el accionar delincuencial de grupos capaces de perpetrar ataques intensos en la prenombrada zona, los cuales pueden ser clasificados como organizados por su sistema de operación, no es posible, empero, determinar que la ocurrencia del hecho victimizante de Desaparición Forzada del señor MANUEL JOSÉ TAPIERO MOSQUERA, se hayan efectuado con ocasión del conflicto armado interno, pues no se logra establecer una relación de conexidad cercana y suficiente entre el susodicho hecho acaecido y el conflicto armado interno, en tanto que, como lo advierte la sentencia T-444 de 2008, no se pueden inferir móviles políticos de la Desaparición Forzada del señor MANUEL JOSÉ TAPIERO MOSQUERA, como tampoco un hecho notorio, en el sentido de masacres, combates, ataques o atentados terroristas dirigidos sistemáticamente a la población civil.





De tal manera que, una vez realizada la verificación de la declaración y junto a la documentación aportada, la consecuente consulta a bases de datos pertinentes, y ante la inexistencia de una prueba siquiera sumaria respecto de la ocurrencia del hecho victimizante de DESAPARICIÓN FORZADA dentro del marco del conflicto armado interno, esta oficina encuentra que NO es posible incluir en el Registro Único de Víctimas.





Toda vez que para el reconocimiento en el Registro Único de Víctimas, debe existir un mínimo de requisitos probatorios que permitan determinar los perpetradores del hecho victimizante, y para el caso no se evidencia sólo la presencia de grupos armados al margen de la ley, teniendo en cuenta que en el lugar, modo y tiempo del hecho victimizante también se encuentra la presencia de bandas delincuenciales avaladas por el narcotráfico. Téngase en cuenta que no todo hecho delictivo puede atribuirse a grupos armados al margen de la ley. Se aclara que si bien la Unidad tiene la carga probatoria, de acuerdo a los diversos análisis desplegados para el caso no se puede adecuar el hecho dentro de la norma para su inclusión en el Registro Único de Víctimas, en el que no se logra inferir duda razonable en favor de la recurrente para tal reconocimiento, es importante precisar que la competencia investigativa del caso, se encuentra a cargo de la Fiscalía General de la Nación.





Por consiguiente, teniendo en cuenta los argumentos presentados por el señor VIDAL TAPIERO MOSQUERA en la declaración inicial, los lineamientos expuestos en el ordenamiento jurídico y la situación de orden público que se presentaba en el lugar de los hechos para la época de ocurrencia; esta entidad encuentra que no es viable jurídicamente reconocer el hecho victimizante de DESAPARICIÓN FORZADA, toda vez que, frente a las circunstancias narradas no existe elementos que lleven a determinar esa relación cercana y suficiente con el conflicto armado, requisito indispensable para ser considerado víctima en los términos de la Ley 1448 de 2011.” (Destaca la Sala)




A varias importantes conclusiones arriba la Sala al leer las citadas resoluciones, primero que es común en cada una de ellas, una adecuada y coherente argumentación.




Segundo, una valoración individual e integral de cada uno de los elementos se pusieron sobre la mesa para ser analizados, ellos son, la declaración del actor sobre la desaparición de su hermano, que nunca se tuvo por falsa; el contexto en el cual ocurrieron los hechos, del que se dijo que, en efecto, correspondía a un escenario azotado por el conflicto armado interno y, por último, sobre las pruebas e indicios que arrimó el actor al proceso, que resultaron exiguas para establecer el nexo causal entre la desaparición de su hermano y la violencia que en aquel escenario ocurría. 




Y tercero la diligencia para el recaudo de pruebas ejercido por la accionada, que, con el fin de encontrar el nexo causal acudió a las bases de datos y fuentes de información que tuvo a su disposición, sin encontrar finalmente algún indicio que permitiera establecerlo. 




Esas circunstancias hacen relucir incólumes los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso del actor y legitiman las decisiones administrativas de la UARIV, con las que, para rematar, está de acuerdo la Sala.




Así se afirma porque, al traer la situación a palabras simples se advierte fácil el porqué del consenso:





Aquí el accionante declaró que en el año 2000 su hermano salió de casa con destino al municipio de Rioblanco en el departamento del Tolima, a trabajar en laboríos relacionados con la recolecta de café; en vista de que al cabo de tres meses no volvía fue a buscarlo sin hallarlo; pasado un tiempo, en el año el año 2012, después de que un conocido le contó que su hermano había sido abatido por un grupo subversivo, instauró una denuncia que, según se puede leer en lo aportado con la demanda (f. 10v, c.1), derivó en una resolución inhibitoria proferida por la Fiscalía 12 Seccional de la Unidad de Descongestión de Ibagué, con fundamento en el artículo 327 de la ley 600; finalmente, en el año 2017, inició este trámite ante la UARIV.




Es decir, para establecer el nexo causal entre el siniestro y el conflicto armado, la entidad accionada solo contaba con (i) la afirmación de que el hermano del accionante estaba desaparecido, la que se reitera, siempre se tuvo como verdadera, (ii) con una denuncia sobre ese hecho que derivó en una resolución inhibitoria de la Fiscalía, y (iii) con la certeza de que durante el año 2000, en la zona en la que se presume desapreció el señor Manuel José Tapiero Mosquera, había intensa actividad guerrillera y paramilitar.





De ahí que, luego de verificar, por iniciativa propia, las bases de datos y los sistemas que conforman la red nacional de información  de la UARIV y el Sistema de Información Red de Desaparecidos y Cadáveres SIRDEC del instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses y no encontrar resultado alguno sobre la presunta desaparición, a lo que se suma que no contaba con ningún indicio procedente de la Fiscalía General de la Nación, estimara imposible establecer el nexo causal entre el desaparecimiento y alguna actividad insurgente. 




Mal haría la entidad en incluir en el RUV a cualquier persona sin siquiera estudiar la existencia ese requisito, sería inane la consagración que el legislador incluyó el artículo 3° de la ley 1448 de 2011 que reza que serán consideradas víctimas aquellas personas hubieren padecido infracciones “ocurridas con ocasión del conflicto armado interno” y resultaría inútil la gestión que para tal efecto despliega la cartera que se acciona.  




Llama la atención la similitud del caso presente con uno recientemente absuelto por la Corte Constitucional, en el que, como aquí, fue imposible establecer razonablemente el nexo causal del siniestro con hechos derivados del conflicto armado interno y, en consecuencia, pese a mediar en la decisión el principio de favorabilidad, se avistó desatinado forzar algún razonamiento para incluir al peticionario en el RUV
.




“Análisis del caso concreto





17. La Corte Constitucional, en esta oportunidad, debe analizar si las actuaciones desarrolladas por la UARIV vulneraron los derechos fundamentales de la señora Ana Libia Tobón de García. Para esto, en primer lugar se analizarán los argumentos invocados por la entidad para negar la petición de inclusión y se confrontarán los mismos con las pruebas recaudadas por el despacho de la magistrada sustanciadora.





En resumen, los argumentos presentados por la UARIV en sus diferentes actos administrativos se pueden abreviar de la siguiente manera. Con respecto, al  análisis legal de la petición la entidad reconoció que la misma cumple con el límite temporal fijado por la Ley, en tanto el hecho ocurrió con posterioridad al 1 de enero de 1985 y la solicitud ante el Ministerio Público se presentó dentro de los 4 años siguientes a la expedición de la norma. Sin embargo, la entidad consideró, aplicando los criterios técnicos desarrollados por el Legislador y la Corte, que no fue posible determinar que el asesinato del hijo de la peticionaria tuvo una motivación política o ideológica asociada al conflicto armado. En particular, la entidad señaló que no existe información, siquiera sumaria, que permitiera relacionar dicho delito con la actividad de algún grupo armado al margen de la ley. Incluso, a pesar de que reconoció que para la época de los hechos operaban en la ciudad de Medellín diversos actores armados, estimó que las circunstancias del crimen no se asociaban con el modo de operación de éstos. En ese sentido, la UARIV presentó un tercer argumento relacionado con el análisis de contexto de la petición. El mismo, se concreta en que la evidente realidad de violencia política que impactó la comuna 13 durante los hechos, no es suficiente para establecer un nexo causal con el homicidio. En particular, la Unidad afirmó que, tras aplicar los lineamientos fijados por el Tribunal, no fue posible determinar que el crimen constituyó una infracción al Derecho Internacional Humanitario o una violación flagrante de las normas internacionales de Derechos Humanos.





Ahora bien, la Sala debe advertir que comparte las conclusiones de la Unidad en el sentido de que no existe una prueba, siquiera sumaria, que permita, en aplicación de los principios de buena fe y pro homine, reconocer que el homicidio del hijo de la peticionaria fue una acción que se enmarcó dentro del conflicto armado. En especial, se llega a la anterior conclusión tras constatar durante el trámite de revisión de tutelas, y como se detalló en los antecedentes de esta sentencia, que la Fiscalía General de la Nación no ha podido determinar que existió un vínculo entre el mencionado delito y la violencia política del país. Incluso, la Sala puede advertir que el ente acusador ha desplegado una serie de actuaciones, como por ejemplo contrastar los hechos con las versiones entregadas por miembros de los grupos armados que actuaban en la zona y que se encuentran en proceso de desmovilización con la denuncia presentada por la señora Tobón de García, sin éxito alguno.





Incluso, a pesar de que en la tutela se anexan diferentes artículos de prensa sobre los hechos de violencia que ocurrieron en Medellín para la época de los hechos, no es posible a partir de los mismos establecer un vínculo causal directo con el asesinato de Luis Eduardo García Tobón. Por esa razón, no es posible advertir una actuación arbitraria de la entidad, pues ésta ha tratado de verificar, aplicando el estándar fijado por este Tribunal, la relación entre dicho evento traumático y el conflicto armado. En ese sentido, incluso, es importante advertir que la Fiscalía General logró establecer que el método con el que se cometió el homicidio. heridas por armas cortopunzantes, no corresponde al modo de acción de los grupos ilegales que para la época actuaban en la zona. Aunque lo anterior no debe ser considerado como un hecho concluyente, pues la investigación por el delito se encuentra suspendida y no ha sido archivada, lo cierto es que es imposible para esta Sala de tutela encontrar un hecho o indicio que permita reconocer el derecho al registro en este caso, incluso si se aplica el concepto amplio de “conflicto armado” desarrollado por este Tribunal.





Lo anterior, no implica negar la posibilidad de revisar en el futuro la decisión pues la petición de la accionante puede ser revaluada si se encuentra información relevante que permita relacionar el homicidio de su hijo con el conflicto armado. Esto, teniendo en cuenta que la investigación de la Fiscalía se encuentra suspendida y no existe un pronunciamiento definitivo, de archivo o de imputación, por parte del ente acusador. Para la Corte, esta circunstancia es desafortunada ya que, más allá de los móviles del delito, lo cierto es que el hecho sigue en la total impunidad lo que constituye un hecho revictimizante para la peticionaria que debe ser resuelto por las autoridades competentes. Por esta razón, la Sala invitará al Ministerio Público para que asesore y acompañe a la accionante en el trámite de dicha denuncia. Esto, además, en razón a que si se encuentra nueva información, la UARIV tiene la obligación legal de revaluar la solicitud de inclusión en el RUV y, de encontrar que se cumplen con todos los estándares de evaluación ya descritos, incluir a la señora Tobón de García en el Registro.” (Se destaca)




Así que, esta vez la Sala, como en aquel caso lo hiciera la Corte Constitucional, coincide con la UARIV, porque ciertamente es inexistente siquiera una prueba sumaria que permita inferir que el señor Manuel José Tapiero Mosquera es víctima de algún acto delictivo perpetrado por las FARC – EP o de cualquier otro grupo armado al margen de la ley.  





Esto, sin perjuicio de que, eventualmente, con las resultas de la investigación que en la actualidad está adelantando la Fiscalía, en un futuro se pueda establecer la causa de la desaparición del hermano del actor, y pueda acudir a la UARIV a reclamar los beneficios que en tal caso le asistirían.




No sobra decir que en las anteriores oportunidades en que esta Sala ha concedido amparos por hechos similares, era evidente la indebida motivación de los actos administrativos de la UARIV, en contraste con el contundente criterio plasmado en las actuaciones que ahora se analizan. De hecho, en aquellos casos nunca se ordenó directamente la inclusión, sino que se profiriera un nuevo acto administrativo suficientemente sustentado
-
.




Así que, por lo suficiente lo explicado, se revocará la sentencia impugnada y en su lugar se negará el amparo deprecado. 

DECISIÓN

 Por lo expuesto, la Sala Civil Familiar del  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia del 25 de septiembre del presente año, dictada  por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en la presente acción de tutela promovida por el señor Vidal Tapiero Mosquera frente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
En su lugar

Se NIEGA el amparo invocado.

  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA
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